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      Contradicciones del desarrollo político chileno: 1920-1980




      I. Los objetivos: El proyecto analítico




      La interpretación del pasado ayuda a entender el presente y a guiarse tentativamente en él. Esto se debe no solo a las persistencias y continuidades que existen en el orden geográfico o de recursos naturales. También se debe al hecho de que la historia provee la posibilidad de recuperar la experiencia de una sociedad, sus formas de resolver las crisis y de promover consensos; en suma, de hacer política.




      La intención de este texto no es extraer de esos análisis y en especial de esas comparaciones determinadas “lecciones históricas” que pudieran dirigir de manera directa el quehacer político. Lo que se pretende es más general e implica comprender el sentido histórico de esas etapas del desarrollo político chileno.




      Entender el sentido del período que se inaugura en 1932 y se profundiza desde 1938 en adelante requiere analizar, por lo menos, un aspecto de las fases precedentes. Lo mismo vale para la comprensión de la década de los sesenta que algunos autores, entre ellos Mario Góngora, han denominado de “planificaciones globales”, usando el término de manera implícita o explícita. Uno de los temas específicos que se abordarán en este texto es la relación entre violencia, gradualismo y concertación ciudadana durante el siglo pasado y principios del actual. Sin una visión retrospectiva, aunque sea parcial, se corre el peligro de menospreciar la singularidad del proceso inaugurado en 1932 y en especial de desconocer las funciones que tienen las reformas graduales en el desarrollo político contemporáneo de Chile.




      II. Compromiso, fracturas y gradualismo: 1891-1932




      1. El papel y los límites de la violencia en el siglo XIX: 1830-1860




      En verdad, esa visión da cuenta de un aspecto relevante sobre todo si se observa el desarrollo chileno en comparación con el de otros países latinoamericanos. Pero no es conveniente solazarse en el mito arcádico y pastoril del progreso lineal, sin rupturas y absolutamente pacífico, tan vigente en el “sentido común” de los chilenos. En ciertos momentos cruciales del desarrollo político de esta sociedad, desde la post Independencia en adelante, la violencia fue el medio de resolución de crisis. Las guerras civiles triunfales de 1830 y 1891 o, en nuestro siglo, el golpe militar de 1973 constituyen ejemplos de uso de la violencia para restablecer un orden, imponer una nueva constelación de poder y, en dos de los tres casos, intentar cambios profundos de carácter económico-social.




      En las situaciones del siglo XIX (en especial las de 1830 y 1891) se trata de momentos constitutivos. En 1830 todavía no había madurado esa entidad que se denomina Estado, el cual existía entonces de manera incompleta, como aparato burocrático y órgano de­ clases. Lo que se había desarrollado como poder político no tenía suficiente centralización, ni tampoco organicidad y eficacia, ni siquiera para pretender realizar las funciones básicas que tiene un Estado moderno, es decir obtener obediencia con legitimidad, lo que permitiría revestir las acciones con un aspecto de generalidad, pese a su objetiva particularidad.




      Lo que existía era un proto-Estado que carecía de una legalidad capaz de contener a los diferentes grupos y/o facciones y de obligarlos a competir por el poder según reglas respetadas, aunque no necesariamente creíbles. En ese momento la lucha política estaba regida por la capacidad de disposición privada de los medios de violencia y no por un sistema legal universalmente aceptado en sus principios formales de funcionamiento.




      Pero además de este problema típico de la formación precaria de Estado, esa crisis tenía otro aspecto, el de una crisis de representación. Aunque fuera confusamente, la élite gobernante representaba las aspiraciones liberales y democráticas, mientras que las clases dominantes en el terreno de la propiedad presentaban una orientación conservadora. Por supuesto que esa asimetría en la distribución del poder dificultaba el proceso de formación de Estado. La mencionada clase política predominante no era representativa del poder económico, no tenía una base material de clases.




      Las pretensiones liberalizantes de esa élite la transformaban en una intelectualidad “inorgánica”, desfasada de la oligarquía terrateniente que aspiraba al nivel político a reproducir el orden paternalista-aristocrático de la hacienda, en cuanto formadora de la matriz cultural. Esa contradicción entre élite gobernante y base de clases dificultaba la formación de consenso y abría espacio al caudillismo, como forma sustitutiva de orden legitimado.




      La gran tarea política del gobierno de José Joaquín Prieto (donde Diego Portales jugó un rol importante) fue contribuir al proceso de formación de Estado, creando un sistema político que era compatible con la base de clases existente. Esta “regularización” permitió la extensión, dentro del territorio, de un poder centralizado que hizo efectivas las normas de competencia regulada y la pacificación de los conflictos, espaciando las intervenciones militares hasta 1850. Efectivamente, la creación de un sistema legal que regula los intercambios políticos como competencia, es decir, como lo opuesto de una guerra, constituye un proceso típico de la formación de Estado en cuanto orden objetivo, impersonal y eficiente.




      El sistema político surgido producto de la guerra civil de 1829-1830, dotado —por lo tanto— de una legitimidad revolucionaria, se organizó en base a las normas del predominio presidencial y de la debilidad relativa del Parlamento. De manera que, junto con el elemento de impersonalidad y racionalización que provenía de la creación y legitimación de un sistema legal de competencia política, convivía el elemento de personalización del poder. El sistema político se sostenía, en gran medida, sobre la actividad del líder, en este caso el Presidente o sus delegatarios, cuyo poder sobrepasaba con creces el de los órganos colegiados de carácter representativo.




      La “regularización” que se realizó en 1830 significó más que la eliminación del desajuste entre clase dominante y élite gobernante, a través de la identificación entre poder económico y político. También significó una estructuración del sistema político según principios que podían asimilarse al modelo de la hacienda, considerada como una de las instituciones económicas formadoras del ethos nacional. Tanto la autoridad fuerte y personalizada como el carácter cerrado del sistema eran típicos elementos aristocráticos y patriarcales, en cuanto representaban formas de competencia entre élites ilustradas, a menudo poseedoras de medios económicos.




      Como lo muestra la evolución política del período transcurrido entre 1830 y 1860, la debilidad de esa estructura de poder era su importante basamento en el carisma del líder, cuyo fundamento era institucional pero también personal, a través de la figura del Presidente. Pero la mayor parte de las veces no se trataba de un caudillo plebiscitario que conseguía un vínculo “demagógico” con las masas. Más bien era casi siempre un líder que se movía dentro de un círculo aristocrático, el de las clases ilustradas que accedían a la política.




      Pese a las ostentosas apariencias de una autoridad fuerte, el resultado de esa estructuración de liderazgo personalizado dentro de un sistema político cerrado fue, como se ha dicho, la fragilidad del poder. Aquí se sostiene una tesis un poco diferente de la tradicional, la cual se ha dejado impresionar en exceso por la solidez del autoritarismo presidencial y por la aparente existencia de una sociedad unificada. Cuando, por motivos racionales (de intereses), ideológicos o personales, parte de la clase política se volvió contra Manuel Montt el sistema se trabó con facilidad y la negociación empezó a hacerse muy difícil. Esto ocurría porque cada componente organizado de esa élite tenía, por lo menos, capacidad de acción negativa o paralizante, relacionada con la estrechez del círculo aristocrático.




      En la década del sesenta del siglo XIX la expansión de los conflictos religiosos y el desarrollo del liberalismo como ideología culturalmente penetrante, efecto mediado de la diversificación de la clase dominante, produjeron una profunda división política de la élite dirigente. Entonces se reveló la rigidez del sistema y su baja capacidad de integración en las situaciones de diferenciación ideológica o de intereses.




      La inelasticidad del sistema político, sus dificultades para operar en contextos de consenso no homogéneo o de baja armonía, produjo una alta tasa de conflictualidad, reveladora de una crisis. Las revoluciones regionales de 1851 y 1859 y el clima pasional de los conflictos religiosos del siglo XIX son reveladores de una pérdida de legitimidad. La inclinación a la guerra y a la violencia por parte de sectores significativos de la élite muestra la ineficacia relativa de las instituciones para contener los conflictos y producir su regulación.




      El sistema político, caracterizado –entre otros aspectos– por el fuerte monopolio del poder de parte del Ejecutivo, por el control por éste de las sucesiones presidenciales y por la vigencia de un sistema aristocrático-patrimonialista de selección de dirigentes, ya no tenía una adecuada capacidad para absorber los procesos de diversificación y diferenciación. Estos llevaron a la división del partido gobernante y a la constitución de un liberalismo combativo. La intensidad de los conflictos políticos de los sesenta del siglo XIX revela una crisis de participación, cuya forma de superación será crucial para el desarrollo político posterior.




      2. Compromisos y pacificación en el siglo XIX: 1860-1891




      Los intentos de resolver la situación de tensión por la vía revolucionaria no se impusieron en esta fase (1860-1890), quizás porque (como se ha dicho) más que una crisis de representación existía una de participación. El poder todavía se sostenía sobre una sólida base de clases, sin una fisura crítica entre la élite política predominante y los sectores más poderosos de las clases propietarias. Aunque esa élite se había fragmentado y algunos grupos planteaban una crítica a la estructura de poder personalizado (con predominio del Presidente) y recurrían en ocasiones, a formas insurreccionales de oposición, la situación no era tan “inorgánica” como en 1829. Pero la fractura política del círculo aristocrático de los notables tendió a hacer inviable la mantención de un presidencialismo autoritario e impuso la búsqueda de un sistema de contrabalances como medio de unificación y de recreación de consenso político.




      El fracaso de los intentos revolucionarios señalados, el más importante de los cuales fue la insurrección regional de Copiapó en 1859, encabezada entre otros por los magnates mineros Pedro León Gallo y Manuel Antonio Matta, abrió paso a una solución negociada. La elección como presidente de José Joaquín Pérez, personaje más moderado y también más oscuro que Manuel Montt, permitió la recomposición del cuadro de alianzas políticas.




      Al modificarse el principio del presidencialismo absoluto, primero en el ejercicio del gobierno y más tarde en el texto constitucional, parte significativa del poder se desplazó hacia el círculo de notables, perdiendo alguna importancia el liderazgo personal del jefe autoritario. Comenzó entonces el proceso de constitución de un Estado de compromiso oligárquico. La diversificación de los contrabalances y la instauración de prácticas más representativas regularon el poder presidencial y crearon las bases de un sistema transaccional, de un régimen con un poder más repartido y con mayor acceso a las decisiones del conjunto de la élite política. La relación más equilibrada entre Parlamento/Presidente restableció la paz política y normalizó, hasta el periodo de José Manuel Balmaceda, los conflictos de poder. Las querellas y divisiones ocurridas entre 1860 y 1885 no produjeron crisis serias de gobernabilidad ni intentos insurreccionales.




      El creciente predominio de formas negociadas en el marco cerrado del círculo oligárquico no impidió que el período tuviera una marcada orientación modernizadora, de reformas (por supuesto laboriosamente negociadas), especialmente en los ámbitos de las libertades políticas y de la secularización de la sociedad. Durante ese lapso se modificó la Ley de Imprenta de 1846, la Ley Electoral de 1861, eliminándose en 1874 las normas censitarias; se dictó la Ley de Cementerios laicos y la del Matrimonio Civil. Todas esas grandes reformas fueron realizadas pacíficamente (si se excluyen los torbellinos parlamentarios y los combates periodísticos), pese a que afectaban a creencias sobre la divinidad y el destino humano. Pese a la gravedad subjetiva que se les asignaba a las leyes en discusión, vinculadas a problemas como la verdad, la salvación eterna o el progreso de la humanidad, no ocurrió nada parecido, ni en la atmósfera ni en los efectos políticos, a la llamada “cuestión del sacristán” ocurrida en 1856, durante el gobierno de Manuel Montt.




      3. El recurso de la guerra y el parlamentarismo a fines del siglo XIX




      La guerra civil de 1891 constituyó también un momento constitutivo, pero con otro sello que la de 1829. Esa ardorosa revolución se realizó para que se profundizara una evolución política ya comenzada en la década del sesenta. El objetivo de esa guerra fue impedir una vuelta al pasado, a la época del liderazgo presidencial fuerte, donde el equilibrio de poder dependía más del estilo del gobernante que de las normas reguladoras.




      Esa aspiración parlamentarista de la élite era hasta 1879 el efecto de la creciente hegemonía ideológica liberal y positivista o de la influencia de intelectuales que miraban hacia Estados Unidos o Europa. Hay que tomar en cuenta que la clase política pretendía verse a sí misma como élite ilustrada y que parte importante de su legitimidad la sentía asociada a la educación y al cultivo de la razón y de la ciencia. En la formación de la conciencia política operaba la aspiración de parecerse a las naciones civilizadas, cuyos modelos básicos eran el parlamentarismo inglés o la democracia americana.




      Pero, particularmente desde la ocupación de los territorios caucheros, cambió el fundamento de esa aspiración. El significado del salitre en la organización de la sociedad chilena fue modificar profundamente las relaciones entre Estado y economía, otorgándole al primero un papel económico mucho más central que en los momentos anteriores. En este nuevo contexto el parlamentarismo se transformó en una condición de consenso o en el medio necesario de unificación y relación pacífica entre los diferentes segmentos políticos de las clases dominantes.




      Esa fundamentación racional del parlamentarismo como democracia en el seno de la élite tiene que ver con el nuevo papel económico del Estado, instalado con fuerza desde el triunfo en la Guerra del Pacífico en 1883. Ese papel principal era la recolección del impuesto salitrero que se distribuía por medio del Estado entre los diferentes agentes económicos. El auge exportador significó el aumento de la importancia política del Estado y por ende el reforzamiento de la necesidad de una repartición contrabalanceada del poder. Su monopolización por parte de un liderazgo presidencial activo y con proyecto, intentada por Balmaceda, se había convertido en una amenaza para la competencia económica entre los diferentes segmentos de la clase dominante.




      El poder fuerte aparecía como un medio de intervención en las relaciones económicas de clase. El conflicto que enfrentó a José Manuel Balmaceda con la mayor parte de la élite política representó la lucha entre dos modelos de Estado, el intervencionista o desarrollista y el abstencionista.




      El triunfo de los “constitucionalistas”, que acusaron a Balmaceda de imponer una dictadura porque buscaba recuperar un rol activo para el poder público, fortaleció la estrategia del laissez faire. Entre 1891 y 1920 se extendió la época de oro del liberalismo político, cristalizado en un parlamentarismo extremo, y también del liberalismo económico, que en Chile adoptaba un aspecto ambiguo.




      ¿Por qué ambiguo? En la práctica ese ideal abstencionista en lo económico representaba en parte un mito. El Estado asumía un rol de intervencionismo pasivo, puesto que no podía ser un ente retraído en la esfera económica, por su papel directo de recaudador y administrador. Se trataba de un Estado que tenía recursos económicos para repartir franquicias en el círculo oligárquico.




      La paradoja de ese liberalismo residió en esa distorsión entre la idea mítica del Estado y su realidad efectiva. Se predicaba el laissez faire y el predominio de la “sociedad civil” de los propietarios, pero el tipo de relaciones de propiedad prevalecientes en la producción salitrera determinaba ciertos roles necesarios del Estado, como recaudador del impuesto a las exportaciones y por ende como distribuidor de recursos económicos que se les extraían a los propietarios extranjeros, principalmente ingleses, que dominaban la industria.




      Por tanto la lucha oligárquica contra el liderazgo presidencial fuerte tuvo significados muy precisos. Entre otros implicaba buscar coartar la posibilidad de proyectos implementados desde arriba, desde la cúpula estatal, que pudieran redistribuir el poder económico entre las fracciones. En ese sentido representó el rechazo de los proyectos de tendencia “neo-bismarckista”, en el sentido usado por Helio Jaguaribe.




      La prédica del liberalismo en uso en Chile incentivaba la demanda por un mercado político resguardado, abierto solo a ciertos grupos, de modo que la lucha por conseguir franquicias se realizara sin peligro y en condiciones equitativas entre ellos. Esto implicaba que se realizara según el “mérito” de cada uno, pero medido por la capacidad de movilizar poder político.




      El sistema político que implantó la guerra civil de 1891 producía una atomización del poder, con lo cual el Parlamento funcionaba como ámbito de negociación neutralizadora. Así se desplazaba el poder hacia la “sociedad civil” oligárquica pero con la indispensable colaboración funcional de la élite política que actuaba como intermediaria.




      Ese liberalismo significaba la abstención de un proyecto estatal con autonomía relativa de las clases dominantes e implicaba además la constitución del régimen político como mercado competitivo de franquicias. Los excedentes apropiados por el Estado a través del impuesto a las exportaciones se repartía entre los segmentos oligárquicos, no según el modelo autorregulado del mercado económico, sino según el grado de participación en un poder político atomizado e “igualitario”, por esa misma fragmentación, con difícil posibilidad institucional de generar una monopolización.




      Pero el descrito era solo uno de los significados del período comprendido entre 1891-1924. El otro era la capacidad cooptativa, también generada por la atomización del poder. Este permitía la incorporación al sistema o incluso al gobierno de partidos reformadores o aun populares, sin que esto significara un peligro importante. La experiencia del Partido Demócrata fue un caso típico de institucionalidad neutralizante.




      El juego del parlamentarismo en uso permitía incorporaciones moleculares en la élite política, por ejemplo por la participación en algún gabinete de corta vida. Esos manejos identificaron al partido indicado como un engranaje más del sistema de negociación dentro del círculo oligárquico. Así perdió sus conexiones más vitales con el sector popular excluido, situado en un contexto de “capitalismo salvaje”, por tanto sin efectivas protecciones legales frente a los patrones. Ese primer “partido popular”, operaba más que como órgano representativo, como un instrumento de acceso a la élite de elementos escogidos de esos sectores sociales semimarginados.




      Ese sistema político en funcionamiento servía perfectamente para evitar la acción económica o social activa de un Estado que tenía, por razones estructurales, roles económicos directos. El Estado se había reducido a ser una correa de transmisión hacia la oligarquía del excedente captado, perdiendo casi totalmente la capacidad de dirección en nombre de un interés público. La pretensión abstencionista de un Estado con roles económicos estructuralmente determinados, lo convertía en una institución sin autonomía relativa, que no realizaba un interés universalizable y donde el poder político estaba al servicio del económico. Se trataba de una típica conformación del Estado como instrumento, en una forma cercana a la del tipo puro descrito en la literatura marxista, por ejemplo en el Manifiesto Comunista.




      Pero ese Estado-herramienta en realidad estaba organizado además como ámbito del compromiso de intereses, los cuales muchas veces se presentaban en sus formas más individualizadas y menos generales. El poder político se distribuía en la época a través de la competencia dentro de un círculo estrecho, lo que no exigía performances generales y procesos de articulaciones activas hacia afuera. No se percibía una necesidad de legitimación amplia que generara exigencias agregativas.




      4. Tres tipos de democracia elitaria hacia fines del siglo XIX




      Esta democracia elitaria de negociación era diferente, en el nivel estructural, de la democracia elitaria del líder. La segunda modalidad existió en forma bastante pura desde 1830 hasta 1860, pero comenzó a desdibujarse paulatinamente desde la última fecha en adelante. En ella la dinámica política dependía en gran medida de dos factores centrales. El primero era la existencia de una élite homogénea y unida; el segundo era el papel decisivo de las “grandes personalidades” políticas.




      Se trataba de un caso especial de liderazgo personalizado democrático, un poco distinto del que Max Weber ha llamado “plebiscitario de masas”. Como se ha dicho, este último requiere la capacidad del líder para conseguir legitimación dentro de un sistema de competencia abierta. Esa capacidad se basaba tanto sobre procesos de adhesión racional como sobre los vínculos emotivos que provenían del carisma. En todo caso se trataba de un fenómeno propio de la democracia de masas, mientras que el otro tipo señalado correspondía, en mayor medida, a la democracia oligárquica.




      En eso consistía justamente la fragilidad del sistema de liderazgo personalizado existente entre 1830 y 1860 en Chile. Se trataba de una estructura ambivalente, con un poder unipersonal, definido normativamente como fuerte, pero que dependía en realidad de la adhesión de notables. Esta situación producía una contradicción abierta entre normas y realidades políticas. Lo que ocurre es que la monopolización del poder por el Presidente y la existencia de notables, cuyo poder político tenía base económica, son dos elementos que se combinan con alguna dificultad.




      Con el movimiento del sistema desde la democracia elitaria del líder hacia una democracia elitaria de negociación se consiguió, entre 1860 y 1891, una pacificación de los conflictos pero sin que se perdiera la capacidad de acción estatal para emprender cambios o para asumir problemas nacionales que eran definidos como decisivos. Quizás la eficacia de esa estructura reposaba en su carácter mixto. Todavía el poder presidencial no se encontraba tan disminuido como después, en 1891 o entre esa fecha y 1932; además existían elementos de liderazgo personalizado combinados con elementos parlamentarios. Esta mixtura ayudaba a impedir que la política se diluyera en el compromiso sin proyecto, donde ni siquiera existía la pretensión seria de constituir un interés público diferenciado de los intereses privados.




      Después de 1891 el viraje parlamentarista de la democracia elitaria de negociación debilitó el papel estatal. Privatizó totalmente al Estado, perdiendo éste esa autonomía relativa de los dos momentos anteriores, la etapa de democracia elitaria del líder y la primera fase de la democracia elitaria de negociación, que transcurrió entre 1860 y 1891. Sin embargo, como se ha dicho, quizás esa evolución hacia lo transaccional absoluto fue uno de los factores que evitaron por un tiempo el rol predominante de los caudillos. Se fortaleció una capa política, subordinada pero diferenciada por sus intereses propios de poder, unificada en su socialización y concepciones de la política.




      En realidad, la época entre 1891 y 1920 no fue ni un tiempo de caudillos ni tampoco de partidos (en sentido estricto). Fue un tiempo de élites. Las organizaciones políticas eran entidades débiles, fragmentadas, asociaciones de poder de carácter faccional más que instituciones con programas e identidades sólidas. ¿No es contradictorio hablar de una clase política consolidada y de un Estado casi puramente instrumental, que no tiene autonomía relativa frente a los sectores económicos dominantes? La contradicción no existe, más que como apariencia, pues la mayoría dentro de la élite eran notables, es decir, individuos con poder económico y con un poder político dependiente del económico. Además esa élite jugó un rol de intermediación más que un rol de representación. Fueron negociadores, relativamente competitivos, de intereses privados. Esa capa política tuvo posibilidades de autonomía pero no fue autónoma, desperdiciando así una oportunidad histórica.




      La guerra civil de 1891 tuvo un significado reaccionario, a diferencia de la de 1829 que implicó un progreso, puesto que creó condiciones para la formación del Estado. El papel de la violencia fue diferente en un caso y el otro. Como se ha dicho, la dura experiencia de la guerra civil contra José Manuel Balmaceda, la cual culminó en el suicidio del líder, derivó en la tragicomedia. Después de su muerte, el Partido Liberal Democrático, heredero del balmacedismo, se transformó durante largos periodos en una murga.




      Asimismo los acontecimientos de 1891 condujeron a una readecuación del sistema político para permitir una repartición del excedente salitrero que en la práctica generaba una privatización del Estado.




      5. Intentos de reforma e ilegalidad política: 1891-1932




      El sistema político parlamentarista que se instituyó tenía posibilidades de funcionar, sin caer en lo que actualmente se llama crisis de gobernabilidad, en los períodos del auge exportador, cuando los recursos que el Estado repartía podían abarcar un mayor número de beneficiarios y cuando existía gran disponibilidad de divisas para financiar importaciones. Pero esa forma de ordenamiento político básicamente transaccional, de competencia por franquicias, no fue capaz de resistir la crisis de la economía salitrera que ya se empezaba a visualizar desde 1917.




      Entonces aparecieron con claridad los graves defectos del régimen político que el auge salitrero había permitido soslayar. Se hicieron visibles tres limitaciones específicas que remitían a una más general.




      La primera limitación fue la incapacidad para afrontar la llamada “cuestión social” de otra forma que la manera represiva.




      La segunda limitación dice relación con la incapacidad para aceptar las transformaciones en la estructura de clases que el desarrollo salitrero había producido, de otra forma que a través de la cooptación neutralizadora que se intentó con el Partido Demócrata y de la cual ya se ha hablado.




      La tercera limitación residió en la incapacidad de procesar la crisis del salitre como una crisis del modelo primario exportador y también en la incapacidad para percibir a tiempo la necesidad de una reorientación del tipo de desarrollo capitalista.




      Esos problemas (visiblemente manifestados en cesantía, pauperismo, inestabilidad económica y crisis de la conciencia social), reflejaban la dificultad para constituir, dentro del tipo de Estado, un interés público legitimado. El problema de fondo era que la fragmentación del poder, vieja aspiración liberal expresada en el aforismo del “gobierno mínimo”, provocaba la fragmentación de los intereses, su manifestación atomizada y particularista. La descomposición molecular de los intereses, según los individuos o grupos de presión que tenían acceso al mercado imperfecto de la política, dificultaba la realización de una racionalidad general de clase y favorecía las lógicas privadas.




      El surgimiento de Arturo Alessandri en el año veinte y la posterior inestabilidad política producida por su fracaso, representó el comienzo de la crisis de ese ordenamiento. En el cuadro de un sistema político descompuesto, por su imagen de pasividad frente a los grandes problemas nacionales, surgieron los primeros grandes intentos de reforma.




      Cuatro elementos interesa resaltar respecto al fenómeno del primer Alessandri. Primero, la aparición de un tipo especial de liderazgo, el del caudillo. Ese personaje es muy diferente del líder en un sistema de notables, pues este se adecua a una estructura política estrecha en su base electoral. Aunque en la época no puede hablarse de una democracia de masas, con sufragio universal amplio, Arturo Alessandri representó un líder plebiscitario, que se impuso contra la opinión de parte importante de la élite política, basándose en una capacidad de movilización que rompía las disciplinas partidarias y las pautas electorales previas.




      Segundo, ese caudillo surgió desde dentro del establishment, lo que revela que había en esa institucionalidad una tendencia modernizadora, de reformas o, por lo menos, un difuso espíritu de desencanto con lo existente. Arturo Alessandri era un personaje del juego parlamentario, había sido ministro, diputado, participante de coaliciones contrapuestas, lo que era típico de la época.




      Tercero, se trataba de un caudillo plebiscitario pero enmarcado dentro de un régimen político que diluía el poder presidencial, otorgaba el predominio al Parlamento y al gobierno de gabinete.




      Cuarto, Arturo Alessandri representaba un caudillo reformador, que promovía medidas de modernización de las instituciones políticas y de las relaciones sociales. Es conveniente detenerse en este último punto. Ese nuevo liderazgo irrumpió en el escenario cristalizado de la política parlamentarista como una ventolera meridional. Arturo Alessandri tenía un discurso de ruptura, de crítica a las modalidades políticas prevalecientes, con un fuerte contenido antioligárquico y con apelaciones a las masas.




      Su programa de cambios planteaba dos puntos sensibles. Uno de ellos, la reforma de la Constitución de 1833 para reemplazarla por una más presidencialista, con roles de dirección más activos y poder menos fragmentado. El otro punto era la intención de regular las relaciones laborales mediante reglas objetivas, generales, resguardadas coercitivamente y organizadas en un sistema global.




      Esas dos reformas centrales revelan una óptica modernizadora, concretada en medidas contrarias al bizantinismo infecundo de la política de notables y afincadas en el deseo de suavizar los excesos del “capitalismo salvaje”, intentando proteger a la “parte débil del organismo social”. Pero esas reformas tienen, por así decirlo, un carácter “superstructural”. Son reformas del Estado, destinadas a modernizarlo como aparato, a transformarlo en regulador y guardián de las relaciones capital/trabajo.




      Sin embargo el programa presentaba una limitación reveladora: no abordaba la crisis de la economía primario-exportadora, dejando sin incluir aun el concepto de tensiones o desajustes estructurales. Esa ausencia era sintomática del predominio de la visión liberal-abstencionista. Aunque Arturo Alessandri representó cambios respecto de esa perspectiva, ya que promovió —por ejemplo— la fijación de un impuesto a la renta, estaba limitado para plantearse una reforma más a fondo de las relaciones Estado/economía.




      El golpe militar de 1924 indica dos hechos. La naturaleza de la oligarquía que rechazó la política de Arturo Alessandri por ser demasiado avanzada o, simplemente, por el tono populista y anti élite del discurso utilizado. Y también reveló las debilidades, para la época y su crisis, de los cambios puramente “transformistas”. La ineficacia de ese golpe de Estado, la cual se demostró rápidamente, fue provocada por el efecto combinado de la miopía de los reformadores y de la ceguera de la oligarquía. En realidad, la profundidad de los desajustes que estaban en desarrollo requería algo más que un programa de cambios políticos o de medidas económicas parciales como el señalado impuesto a la renta.




      La decadencia de la industria salitrera, que a fines de la Primera Guerra se veía irremediable a mediano plazo y que entretanto castigaba a la economía chilena con violentas fluctuaciones de corto plazo, creaba la necesidad de cambiar una estrategia de desarrollo que había ayudado a implantar una forma atrasada y subordinada de economía capitalista sin industrialización propia.




      La etapa que se prolongó desde 1891 hasta 1924 estuvo marcada por ese fracaso. En aquel momento existieron, como pocas veces antes en la historia del país, condiciones para la profundización del capitalismo. Ellas fueron el auge exportador sostenido, el Estado dotado de recursos, el acceso a los empréstitos externos. Lo que faltaba era una base de clases apropiada que impulsara la acción activa del Estado. Se detecta la ausencia de un agente social dotado de valores, intereses, habilidades y recursos para las tareas de racionalización y modernización económica que requería la industrialización sostenida.




      Como se ha dicho, en el caso de la oligarquía existente, el ethos aristocrático y la práctica económica tradicionalista, inclinada hacia la renta y la especulación, provenían del mundo de la hacienda, como lo muestran, entre otros, los escritos de José Medina Echeverría. La clase dominante surgida y reproducida por esa matriz tendía, por su conformación, a conductas conservadoras.




      El programa de reformas planteado por Arturo Alessandri, aunque circunscrito a la modernización del Estado, dividió profundamente a aquella parte de la élite política que era expresiva del conservadurismo y tradicionalismo de los terratenientes. Esa división abrió paso a las intervenciones militares, pues se produjo una fractura de los principios de funcionamiento del sistema transaccional de élites. Un nuevo actor social apareció en el escenario.




      Entre 1924 y 1932 la acción política deja de estar regida por reglas de procedimiento universalmente aceptadas y pasó a estarlo por la capacidad de influencia sobre una cúpula militar politizada. La violencia reaparece, pero no a través de la guerra civil, sino a través del golpe militar. El acceso o la sucesión en el poder, ajustada a normas prescritas, es reemplazado por la maniobra de fuerza.




      El gobierno autoritario de Carlos Ibáñez, transcurrido entre 1927 y 1931, representó una transformación importante de la naturaleza de los liderazgos. A diferencia de los gobiernos conservadores fuertes de principios del siglo pasado, en que el fundamento del poder personalizado era la representación orgánica de una base de clases, el gobierno de Carlos Ibáñez tuvo una naturaleza cesarista, en el sentido de Marx. Se trataba de un caudillo que se impuso como “salvador” a los demás grupos y clases, a través de maniobras de fuerza. No hubo una representación conferida por las clases dominantes; el caudillo no fue llamado por esos grupos. En cuanto jefe de una facción militar se autocolocó por encima de los grupos, aprovechando sus mutuas debilidades.




      En este caso no existió una estrategia de mediación que pudiera imputársele a las clases dominantes, como existió en el golpe militar de 1924. La ruptura de la legalidad, promovida para impedir las reformas que intentaba Arturo Alessandri, fue aprovechada por Carlos Ibáñez para copar el gobierno en una típica maniobra “bonapartista”.




      En aquel momento de crisis del ordenamiento político y de desajuste de la economía primario-exportadora, ese cesarismo pudo adoptar un sentido histórico progresivo. Pero para ello necesitaba sobrepasar el reformismo de Arturo Alessandri e ir más allá de la terminación de las tareas modernizadoras del Estado, pues la raíz más profunda de la crisis era el agotamiento de una vertiente del modelo primario-exportador.




      Carlos Ibáñez pudo ser el impulsor de un modelo de desarrollo de tipo neo-bismarckiano consistente, como se ha dicho, en un caudillo que se proponía acelerar la transición hacia una sociedad industrial moderna y que contaba con la ventaja de que, por la debilidad provisoria de las clases dominantes y la desorganización de las clases subalternas, podía gobernar sin exigencias asfixiantes de representación.




      El relativo debilitamiento del sistema transaccional de élites proporcionaba oportunidades para una alternativa de cesarismo desarrollista. Algunos elementos de esa alternativa contienen explícitamente el reformismo militar. Este no solamente criticó a la oligarquía y a la clase política como fuerzas causantes del atraso, además desarrolló un esbozo de política favorable a la industrialización y buscó diversificar las relaciones de dependencia, favoreciendo a los capitales norteamericanos contra los capitales ingleses.




      Pero la acumulación de dos crisis hizo fracasar las posibilidades abiertas por la destrucción del régimen transaccional y por la imposición de un caudillo con algunas orientaciones modernizadoras. Como es sabido, en 1930 se desencadenó sobre el país la catastrófica crisis externa que se yuxtapuso a la ya antigua crisis salitrera que a su vez se había agravado entre 1927 y 1929.




      Sin embargo no se derivó en una guerra civil pese a la situación caótica de la economía, la que se sumaba al síndrome de ilegalidad que había primado en la lucha política, dado que Carlos Ibáñez encabezaba una facción castrense.




      El gobierno fuerte sucumbió a una mera tormenta política, a una insurrección civil. Carlos Ibáñez, a diferencia de José Manuel Balmaceda, actuó como un político realista más que como un guerrero. ¿Cuáles son algunas de las razones de esta conducta?




      Una parte de la respuesta radica en las inconsistencias del proyecto, en su falta de desarrollo más claro y explícito como alternativa de modernización que necesitaba sustituir a las fuerzas burguesas en la dirección de los cambios, que, por tanto, debía promover un papel mucho más activo de un Estado postulado como autónomo. Profundizando la comparación con Bismark puede decirse que éste tenía conciencia de lo que era. No solo percibía con claridad las tareas históricas fundamentales a llevar a cabo en su patria, entre ellas empujar la unidad nacional, acelerar la industrialización y también la necesidad de apoyarse en la monarquía y los junkers para paliar las debilidades de la burguesía alemana. Además formulaba los proyectos señalados con precisión.




      Carlos Ibáñez no solamente tenía una conciencia y una capacidad de elaboración más balbuceante que el líder prusiano, además ¿sobre qué clases podía apoyarse para estimular un diseño neo-bismarckiano? La debilidad de su respuesta a la insurrección civil de 1931 revela un enfoque realista, una prudente aceptación de los límites de la fuerza, la conciencia de la imposibilidad de gobernar contra el conjunto de la élite política y de los partidos, sin apoyarse en ninguna clase fundamental.




      De una forma oscura, pero no por ello menos real, la experiencia política del primer ibañismo influyó en los acontecimientos posteriores, por lo menos en la fase 1932-1938. El fracaso de su primer intento gubernamental permite entender muchas de las características de la efímera “República Socialista”; por lo menos facilita la comprensión de su clima histórico.




      La corta experiencia revolucionaria de Marmaduque Grove aplicó una lección que surgía del pasado inmediato. Era la idea de que un proceso de modernización (en sentido amplio) no podía realizarse, como fue el caso de Carlos Ibáñez, en la forma de una pura “revolución desde arriba”, desligada de una clase decisiva. Por ello Grove intenta interpelar al pueblo con el socialismo. Busca ligarse a ciertos intereses históricos fundamentales, aunque en forma muy parcial.




      Ese sector que conseguía, por un golpe de fuerza o un vacío de poder, espacios y recursos para la transformación de una sociedad, tenía una baja capacidad interpelatoria de los mismos grupos cuyos intereses o cuya racionalidad estratégica invocaba.




      La premisa que plantea la “República Socialista” era que la realización de cambios sociales profundos requería apoyarse en los sectores populares y las capas medias y no en las clases dominantes, porque éstas eran un freno de los procesos de reforma, aun de aquellos que podían acelerar el desarrollo capitalista.




      Ese episodio tuvo, pese a su cortísima duración, un carácter significativo. Surgido de un putsch militar con apoyos civiles, tuvo elementos de continuidad con el ibañismo pero también de ruptura. Algunos de sus jefes, entre ellos Marmaduque Grove, estaban vinculados a la facción militar. Sin embargo, la experiencia de 1932 fue más allá del ibañismo, por lo menos discursivamente. Planteó la necesidad de cambios radicales e introdujo el tema del socialismo como una alternativa materializable, como una posibilidad. A través de la acción de Marmaduque Grove y sus compañeros el socialismo adquirió un rostro, perfiles concretos, dejó de ser un simple ideal político lejano y futuro.




      Pero pese a ciertos elementos de lucidez en cuanto a la captación de la gravedad de la crisis, la “República Socialista” fue aún más ilusoria que los otros intentos. Era muy difícil que durara una “dictadura democrático-popular” que no había surgido del movimiento de masas sino de una maniobra de fuerza de escasos elementos militares (sin apoyo de la institución como tal) y de dirigentes pequeño-burgueses radicalizados. No era suficiente la mayor perspicacia estratégica, el darse cuenta de la necesidad de una completa sustitución de las clases dominantes en la dirección política, para hacer posible una “revolución democrática” que corrigiera los atrasos.




      La ilusión residía en apostar a una clase todavía no plenamente constituida y en estar además separada de las formas históricas, aun entonces precarias, de organización de lo popular. Aislada del partido de orientación socialista más importante (los comunistas), separada del partido popular (los demócratas) y del partido mesocrático (los radicales), la “República Socialista” solo pudo ser un episodio casi alegórico. Su gran valor histórico fue sentar las bases para la aparición del partido de los socialistas, una alternativa a los comunistas en la izquierda.




      En todo el período que va desde 1924 hasta la “restauración” alessandrista de 1932 la fuerza demostró su precariedad como elemento de legitimación. Los intentos reformistas del primer Arturo Alessandri fueron abortados por un golpe militar derechista, sin embargo perfectamente infecundo. El otro intento con posibilidades, debido también a maniobras de fuerza del caudillo militar Carlos Ibáñez, tampoco pudo conseguir legitimidad. Ello ocurrió pese a la legalización del poder de facto que el caudillo intentó a través de una elección presidencial o pese a la creación de un sistema ad hoc de representación pactada, el llamado “Parlamento termal”. Se trató de tiempos convulsos e inestables, tan diferentes de los ciclos largos que habían caracterizado el desarrollo político chileno hasta 1924.




      El ritmo de desarrollo entre 1830 y 1920 estuvo determinado por una combinación de momentos de fuerza activos, en que los enfrentamientos alcanzaban la forma de la guerra civil episódica, con largos períodos de política negociada, en los cuales la legitimidad se reproducía o restauraba (como en 1860) por la vía de la articulación o de la integración, fuera ésta restringida o amplia. Momentos de fuerza con largos períodos de compromiso político entre diferentes clases o fracciones de clase: ésa fue la pauta que se impuso desde 1860 hasta el gobierno de Domingo Santa María, cuando, a través de la ampliación relativa de las atribuciones del Parlamento, tuvo lugar una democratización para las élites.




      El uso de la fuerza en la resolución de las crisis políticas, a la cual cierta conciencia imaginaria le atribuía virtudes mágicas, tuvo resultados ambivalentes. En 1830 fue progresiva, mientras que en 1891 tuvo afectos reaccionarios. Entre 1924 y 1932 las soluciones de fuerza, menos activas o violentas que en los dos otros eventos, con características solo de coup d’Etat y no de guerra civil, se demostraron infecundas como camino estable de cambios sociales.




      Esta digresión sobre las relaciones entre violencia y compromiso entre 1830 y 1932 se hace necesaria para comprender la significación de los Frentes Populares. Esas coaliciones operaron dentro del marco de la legalidad política representativa recién cristalizada entre 1932 y 1938. Ellas permitieron la creación de consenso político sobre la base de compromisos interclasistas y abrieron paso a una fase reformista de larga duración, durante la cual se enfrentaron algunos problemas nacionales cuya postergación estuvo en la base de la crisis estatal abierta en 1924.




      La regla de acceso y de sucesión legal al poder y de competencia regulada, recién consolidada en 1932, no se rompió en 1938, pese al triunfo entonces de una coalición relativamente radicalizada.




      III. Los Frentes Populares




      1. El triunfo del Frente Popular en 1938




      El éxito electoral del Frente Popular en 1938 no fue el efecto de una expansión del sufragio universal, por tanto no puede plantearse como el resultado, fatal e inevitable, de la democracia de masas. En realidad en el momento del primer triunfo de la coalición de centro-izquierda en 1938 el porcentaje de inscritos sobre el total de adultos era idéntico al de 1921, el 20,8%.




      Es verdad que desde 1918 en adelante se pudo detectar una ampliación leve de la participación, reflejada en el alza del porcentaje de inscritos sobre la población total. Desde esa fecha hasta 1953 las cifras de inscritos se movieron entre el 7,2 y el 11,6 por ciento, mientras que con anterioridad, entre 1876 y 1915, habían fluctuado entre el 4,6 y el 6,9 por ciento. A su vez las modificaciones sucesivas que experimentó la ley electoral desde 1874 habían ido, progresivamente, mejorando la representatividad del sistema. Un indicio fue la introducción en 1890 de la proporcionalidad para todas las elecciones pluripersonales. Sin embargo, el sistema seguía siendo estrecho, con algunas flagrantes restricciones, como la del voto femenino, y además proporcionaba oportunidades de manipulación electoral a través del control de las inscripciones, de la presión sobre los votantes y de la distorsión de los resultados.




      No fue, entonces, la democratización del régimen electoral la que empujó a los radicales hacia la izquierda, buscando atraer votantes recién incorporados o adaptándose a nuevas condiciones de la votación. Más bien se trató de un fenómeno de realineamiento, que no fue producto directo de cambios en la base electoral o que expresaba, en forma diferida, ampliaciones muy anteriores.




      Lo interesante es que pese a la mantención de condiciones de competencia imperfecta, las clases dominantes no pudieron controlar la situación, sea a través de fórmulas políticas destinadas a impedir la formación del frente, del manejo de las elecciones realizadas o de la intervención militar. Al contrario, pretendieron enfrentar la alianza mesocrática-popular con la alternativa presidencial de Gustavo Ross, la más inadecuada, aquella que simbolizaba la conexión más estrecha entre política y negocios.




      Fue sorprendente la debilidad política manifestada por las clases dominantes en esa coyuntura de carácter fundante. No mostraron poseer recursos persuasivos o en su defecto de fuerza para manejarse dentro de un sistema político que todavía era manipulable, por estrecho en su base electoral y distorsionado en su representatividad. ¿De qué factores se deriva esa impotencia que aparece aun antes de la expansión masiva de la base electoral; esterilidad que no se deriva, por tanto, de la “popularización” del voto?




      Interesa recalcar dos factores señalados ya antes, pues sin ellos la dirección de la tendencia hubiese sido otra. El primero es la re-emergencia política de las capas medias y su movilización por un partido laico, reformador y “estatalista”. Las clases dominantes siguieron teniendo acceso político a ciertos sectores de esas capas, pero se vieron crecientemente limitadas por el carácter conservador de sus propuestas, incapacitadas de articularse con las demandas de movilidad y acceso a oportunidades de esos nuevos grupos emergentes y por la influencia del elemento católico en el universo ideológico de la derecha, ya que, al contrario, parte de esas capas medias fueron influidas por un partido laico como era el Radical.




      El segundo factor determinante fue la brecha abierta entre las clases dominantes y los militares, después de las experiencias de Carlos Ibáñez y Marmaduque Grove. Esos intentos se ubicaban en el contexto de la crisis del Estado oligárquico y se emparentaban con otros “golpes militares de capas medias” ocurridos en América Latina, todos ellos lejanamente influenciados por la experiencia modernizadora de Kemal Atarurk que comenzó en Turquía en 1923.




      La tendencia desarrollista de Carlos Ibáñez o la populista de Marmaduque Grove, con sus respectivos fracasos, crearon un abismo entre los militares y el conjunto de la élite política, interesada esta última en la mantención de pautas de representación y de un esquema de compromisos negociados. Para esos sectores los militares también representaban una alternativa peligrosa, no solamente por sus posibles tendencias reformadoras, sino también por el cierre político y la pérdida de autonomía política que representaban.




      Conviene enfatizar un aspecto ya señalado: la radicalización del electorado ocurrió dentro de un sistema restringido manipulado, en donde las inscripciones eran selectivas, se fomentaba la apatía electoral a través de la voluntariedad del sufragio, se reclutaba coercitivamente a los votantes campesinos. Es verdad que después de la reforma del régimen censitario se produjo una cierta “plebeyización” del voto, favorecida por el hecho de que la condición de propietario fue reemplazada por la de alfabeto. Pero la pequeñez de las magnitudes de crecimiento (un alza del 9,9 al 10,3 por ciento de los votantes sobre la población total entre 1920 y 1938, comparada con el alza del 10,3 al 17,6 por ciento, entre 1938 y 1952) y las formas de la votación no permiten hablar en 1938 de una universalización efectiva del sufragio.




      El desencanto, que se expresaba en las elecciones, tenía como protagonistas a aquellos sectores incorporados a la ciudadanía que podían manifestarse con mayor libertad. Por lo tanto, lo más probable es que no se trató de una rebelión electoral de base popular sino de una radicalización de sectores medios, uno de cuyos efectos cruciales para la correlación de fuerzas fue el comportamiento de los empresarios rurales de la zona sur, donde existía una agricultura cercana al tipo farmer o granjero.




      El triunfo de Pedro Aguirre Cerda, más estrecho aun que el de Salvador Allende en 1970, es revelador de la miopía política de la derecha, de su desconocimiento de los procesos que desde 1920 se incubaban en la sociedad chilena, ya que creyeron que el triunfo de Arturo Alessandri en 1932 aseguraba un largo período de pacificación conservadora. El antiguo caudillo reformador, domesticado con el paso de los años, se había encargado de restaurar el orden sacrificando el progreso. No fueron tomados en cuenta los signos amenazantes que en esa misma elección se expresaron, por ejemplo, en el 17,7 por ciento alcanzado por la candidatura de Marmaduque Grove.




      La derecha existente, insensible a los múltiples indicios de deterioro de su capacidad de poder, optó, creyéndose asegurada, por la candidatura de Gustavo Ross, la cual, como se dijo, restringía al máximo su capacidad de articulación.




      A ese error táctico hay que agregarle la imposibilidad que tuvo la fuerza más reaccionaria de recurrir a la intervención militar, después del fracaso del intento del general Ariosto Herrera. Ambos elementos combinados hicieron que el centrismo populista deviniera en gobierno. Por mucho menos las clases dominantes no habían trepidado en organizar un golpe militar contra Arturo Alessandri en 1924. Pero el desprestigio de los militares, que debieron cargar sobre sus hombros, mientras gobernaba Ibáñez, los efectos de la crisis mundial de 1929, unificó a la totalidad de la élite política (desde conservadores a comunistas) en el rechazo al tipo de poder que eliminaba la negociación directa entre los grupos.




      A su vez los militares se percataron de que la política los dividía y ponía en peligro sus funciones “nacionales”. Quizás sin esta desconfianza de los derechistas hacia el papel de mediación de los militares el gobierno de Pedro Aguirre Cerda hubiese quedado en proyecto o tenido una corta vida. La derecha prefirió la eventual sustitución por parte de civiles progresistas a la posible sustitución por un caudillo militar que reintrodujera la fuerza y restringiera las posibilidades de negociación.




      2. ¿Mediación o sustitución?: significado de los Frentes Populares




      Los Frentes Populares, surgidos como alternativa política durante el período de “restauración conservadora” de Arturo Alessandri (1932-1938), asumieron la realización de un conjunto de reformas “democrático-burguesas”. Pese a seguir esa orientación de cambios, consiguieron evitar la reaparición del ciclo inestable de 1924-1932. La sensación de amenaza, potencialmente creada por la naturaleza de las modificaciones propuestas tanto como por el tipo de coalición gobernante, no produjo efectos catastróficos.




      En realidad, esa coalición de centro-izquierda, en que participaban también partidos marxistas que afirmaban el socialismo, afrontó la crisis económica estructural que las clases dominantes habían dejado vegetar desde los años veinte. La abordó sin pretender desbordar los límites del desarrollo capitalista, sino más bien actuando como agente de profundización de esa experiencia, lo cual permitió a Chile dar un salto adelante, hacia un capitalismo industrial.




      ¿Debe esto interpretarse como un fenómeno de mediación, lo que significaría que las fuerzas operativas de ese proceso actuaron por delegación de las clases dominantes? No, más bien lo ocurrido debe interpretarse como un fenómeno de sustitución, lo que significa que esas fuerzas tomaron la dirección política de las reformas democrático-burguesas porque las clases dominantes no tenían ni marco ideológico ni capacidad política para hacerlo. Asumieron la dirección en vez de ellas y a pesar de ellas; por tanto, como sujetos autónomos, con su propio proyecto político, no como mediadores de las clases dominantes.




      Autonomía no significa necesariamente diferenciación o antagonismo, sino, exclusivamente, que la racionalidad política de las fuerzas impulsoras de las reformas modernizantes tenía una lógica propia. Esa lógica estaba ligada, en el caso de los radicales, al componente mesocrático y, en el caso de los partidos de izquierda que formaron parte de la alianza o la apoyaron, al componente popular y en especial a la tesis de la necesidad de una “revolución democrático-burguesa” como etapa previa al socialismo.




      3. Los objetivos básicos de las coaliciones de centro-izquierda




      No se intenta en este artículo hacer un análisis pormenorizado de las políticas llevadas a cabo por los gobiernos de centro-izquierda, solamente interesa destacar sumariamente los objetivos estratégicos. Ellos son básicamente dos, aunque hay que recalcar que esos propósitos pueden separarse analíticamente para describirlos, pero deben ser comprendidos en su combinación. La mixtura de objetivos marcó el estilo de desarrollo que se aceleró desde 1938 y que se prolongó hasta 1970.




      Esos objetivos principales fueron la industrialización promovida por un Estado intervencionista-desarrollista y la democratización. Esta combinación constituye una pauta original, sobre todo para los casos de desarrollo capitalista en países periféricos. Según algunas teorías, el camino hacia la modernización requeriría, en ese tipo de sociedades, de caudillos fuertes (como Porfirio Díaz) o de gobiernos limitantes de la expresión organizada de demandas populares (como el segundo gobierno de Arturo Alessandri).




      Pero, desde 1938 hasta 1947, la profundización del desarrollo capitalista, con las exigencias que ello planteaba, se realizó en un marco de democracia política estabilizada, con un Estado que arbitraba las relaciones laborales y se preocupaba de regular el acceso de los sectores con menos oportunidades a la educación, la previsión o la salud y se jugaba por la formación y también del disciplinamiento de una clase obrera, en parte de origen rural. Esa profundización significó además el surgimiento de nuevos empresarios o la reconversión parcial de los antiguos, la reorientación de las inversiones y la creación de infraestructura.




      Como lo demuestran estudios recientes, entre ellos los de Óscar Muñoz, los Frentes Populares no crearon desde cero la industrialización. Efectivamente, antes de 1938 existía un cierto nivel de desarrollo de esa variable, pero se basaba en el esfuerzo privado y en algunas tímidas e incompletas políticas de fomento. Estaba, por tanto, limitada por la orientación primario-exportadora de la economía y por las discontinuidades que eso generaba. El cambio radical qué introdujeron los Frentes Populares tuvo que ver con la visión nueva sobre el papel del Estado, concepción que retomaba una “idea cardinal” debilitada después del gobierno de José Manuel Balmaceda. Para implementar ese cambio se necesitaba la sustitución de los partidos de las clases dominantes en la dirección gubernamental, organizaciones autolimitadas por su liberalismo abstencionista.




      En ese cuadro global, la combinación entre democratización/industrialización aparecía como condición necesaria, dada la naturaleza mesocrático-popular de las fuerzas dirigentes del periodo. Pero se trataba de una necesidad derivada del hecho de que la modernización no fue asumida, en los tiempos de auge exportador, por las “fuerzas naturales”, aquellas que tenían como racionalidad ordenadora la lógica del capital. De haber sido ellas la vanguardia el desarrollo capitalista chileno pudo tener una orientación más de libre mercado. Pero, por su infecundidad, esas fuerzas debieron ser desplazadas.




      Ese es el dato constitutivo que hace comprensible la imbricación entre industrialización/democratización y los roles asumidos por el Estado. Fueron las debilidades de las clases dominantes, paralizadas por un liberalismo estéril y una orientación económica tradicionalista las que determinaron, al hacer indispensable la sustitución, las características del desarrollo capitalista. En esas circunstancias éste no podía adoptar las formas “naturales” y puras. Debió adquirir, por fuerza, la modalidad de un desarrollo mixto.




      La democratización paralela a la industrialización y el papel decisivo del Estado restringieron algunos espacios de la iniciativa privada y redujeron las posibilidades para que las lógicas de la acumulación privada primaran, sin contrapesos, sobre las lógicas redistributivas o de democratización de oportunidades.




      Por ello, no pudo haber una industrialización radicalmente separada de la democracia, no tanto por efecto de la “popularización” del voto como por efecto del poder adquirido por los partidos mesocráticos y populares dentro de un sistema político donde las clases dominantes habían perdido capacidad de conducción, pese a las imperfecciones de la representación.




      4. Los Frentes Populares como fórmula política estable




      En el ascenso al gobierno de la coalición centro-izquierdista se demuestra palpablemente que, en ciertos aspectos, la debilidad política de la derecha era previa a la expansión del sufragio y de las demandas; también era previa al afianzamiento estatal de la izquierda. La coyuntura de 1938 revela una doble debilidad: la ceguera táctica de enfrentar con un notable oligárquico como Gustavo Ross a la coalición frente populista y la brecha abierta con los militares, a los cuales la derecha no pudo acudir como recurso de fuerza.




      Pero más allá de la coyuntura originaria, la transformación de los Frentes Populares en fórmula estable de gobierno de larga duración, tiene que ver con otros factores agregados. Uno de ellos se relaciona con un aspecto adicional de la situación política de la derecha. Esta tendencia política, pese a su incapacidad para triunfar en las elecciones presidenciales de 1938, 1942 y 1946, logró adquirir una fuerza electoral significativa en las parlamentarias de 1937, 1941 y 1945.




      El cuadro de la distribución de votos de la derecha en las elecciones de representantes entre 1937-1945 es la siguiente:
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      Senado de la República




      




      A su vez la derecha, por esa ambivalencia de la correlación de fuerzas en el aparato estatal, pudo optar por una política defensiva, de maniobras y negociaciones con la coalición gobernante. El poder parlamentario le garantizaba cierto éxito en el bloqueamiento del Ejecutivo y limitaba las posibilidades de los gobernantes de imponer reformas sin negociación. Esa realidad electoral dual le permitía planear una política defensiva, pensada como una formula menos riesgosa para preservar ciertos intereses fundamentales que la mediación de un caudillo militar. Este tipo de líderes tendían a definirse como árbitros, situados por encima de clases y grupos, por lo cual eliminaban o restringían los ámbitos institucionales de representación o negociación, o bien se convertían en una misteriosa Caja de Pandora. En realidad, contando con esa fuerza parlamentaria la derecha casi no necesitaba del auxilio pretoriano, porque sabía que el gobierno de turno (por muy izquierdista que quisiera ser) estaba obligado al compromiso.




      Pero hay que recordar otro factor aún más importante que el anterior. Se trataba del carácter tolerable de las medidas que los gobiernos de centro-izquierda pretendían aplicar. Por el papel asignado al Estado, especialmente como contralor de la iniciativa privada y como árbitro en las relaciones laborales, esos proyectos no estaban en armonía con las concepciones de la derecha, pero aun así permitían un pequeño espacio de intereses comunes. Ese consenso de objetivos se fue explicitando con el transcurso del tiempo. A la larga se percibió claramente que la industrialización en curso, apoyada por el Estado pero realizada por propietarios privados, favorecía efectivamente la diversificación económica de la clase dominante y no se orientaba a su sustitución por una burocracia estatal o a su desplazamiento por una clase emergente muy distinta del núcleo previo. El Estado no pretendía copar los roles industriales, sino solamente cumplir un rol de fomento y dirección. Tampoco buscaba constituir, desde arriba, una “nueva” burguesía industrial, separada por sus componentes de las antiguas clases dominantes. Más bien creaba oportunidades de desplazamiento de los antiguos empresarios hacia los nuevos sectores dinámicos, fuertemente protegidos por el Estado.




      Ese carácter tolerable del programa desarrollista/democratizador es muy revelador respecto del carácter de la coalición gobernadora. Como se ha dicho, se trataba de una alianza entre el Partido Radical, de composición policlasista, quien, entre sus cuadros dirigentes, tenía predominio de las capas medias, y dos organizaciones de base popular, los socialistas y los comunistas, aglutinados en los respectivos partidos.




      El primero tenía una ideología laica y positivista y un programa desarrollista y estatizante. Los otros dos partidos eran de orientación marxista, uno de ellos vinculado a la III Internacional. Ambas fuerzas de izquierda planteaban el socialismo como la forma ideal de organización social. Los comunistas venían saliendo de un período “izquierdista“, los socialistas se habían constituido en torno al ideario de la efímera “República Socialista” de 1932. En su primera (y única hasta hace poco tiempo) declaración de principios de 1933 los miembros del partido sostenían la necesidad de una “dictadura de los trabajadores” porque la “transformación evolutiva por medio del sistema democrático no (era) posible”. Sin embargo, ambas fuerzas participaron, de una forma u otra, en varios gobiernos de coalición, con un programa que no sobrepasaba las reformas dentro del capitalismo.




      ¿Cómo se produjo esta rápida evolución desde las posturas “izquierdizantes” del VI Congreso de la Internacional o desde las proposiciones de la Declaración de Principios socialistas de 1933 hasta las posiciones moderadas de la coalición de centro-izquierda? ¿Por qué ambas fuerzas con origen radicalizado terminaron formando parte de una coalición con una perspectiva desarrollista, que se adecuó a las reglas constitucionales de procedimiento al “juego democrático”?




      Es interesante señalar dos factores. Uno tiene que ver con la evolución de los comunistas. Los cambios ocurridos en ese partido entre 1933 y 1935 fueron causados por una combinación de factores internos y externos. En primer lugar tuvo influencia el aislamiento en que había quedado el partido por la aplicación de la línea izquierdista de la Tercera Internacional. En un período de efervescencia, donde se produjeron situaciones y oportunidades inesperadas (como la candidatura del Dr. José Manuel Salas, la “República Socialista”, la emergencia del “grovismo”), los comunistas se mantuvieron prácticamente al margen, con excepción del apoyo al mencionado Dr. Salas. En general siguieron fieles a la tesis de la revolución obrero-campesina que conduciría a la dictadura del proletariado y se aferraron al proyecto de Frente Único como esquema de alianzas.




      Esa línea rígida favoreció el surgimiento de una alternativa en la izquierda, los socialistas, y de una corriente crítica constituida al interior del Partido Comunista y finalmente escindida, la tendencia de Manuel Hidalgo. Ese grupo encontró en la “República Socialista” y en la candidatura de Marmaduque Grove los espacios y oportunidades que necesitaba para conectarse con el resto del movimiento popular y para adquirir cierto peso político.




      El balance de los efectos de la línea izquierdista en la organización fue crítico. Sus consecuencias fueron doblemente negativas: primero, mantuvieron al partido alejado de toda posibilidad factible de incidir en la crisis desde una perspectiva popular y, segundo, favorecieron las divisiones internas. Por lo tanto, el cambio de línea iniciado en el segundo gobierno de Arturo Alessandri se apoyaba sobre las frustraciones y desencantos de una política que no había tenido éxito, que había diezmado a la organización, que la había mantenido desligada de los intentos confusos de las masas populares para expresarse en la crisis e incidir en su solución. Por lo tanto había una base interna que impulsaba el cambio. Pero los factores principales tuvieron relación con las evoluciones externas, aunque los historiadores comunistas (y no solo ellos) sitúan el cambio de línea en 1933, en un momento anterior al Séptimo Congreso de la Internacional, por lo que puede suponérsele desligada de la influencia de ese evento.




      La Conferencia Nacional del Partido Comunista de Chile de julio de 1933 modificó algunos aspectos principales de la línea anteriormente existente, entre ellos la afirmación de los objetivos inmediatamente socialistas de la revolución. En sustitución de esa línea estratégica se afirmó la necesidad de una etapa previa de carácter democrático-burgués, derivada de la situación semifeudal y semicolonial de Chile. No obstante la importancia de esas modificaciones indicadas, el viraje de 1933 fue incompleto, no estuvo acompañado de un cambio en la política de alianzas. Se siguió afirmando el carácter dirigente del bloque restringido de obreros y campesinos, sin participación significativa de sectores de burguesía nacional o de pequeña burguesía.




      Solamente después del Congreso de la Internacional en 1935 los comunistas afirmaron la tesis de la “unidad de todas las fuerzas democráticas y progresistas”. Esto ocurrió justo inmediatamente después del “gran viraje” del movimiento comunista internacional. En todo caso, la adopción de la estrategia “etapista” y la afirmación del carácter inmediato de la “revolución democrático-burguesa” fueron decisivas para la formación del Frente Popular.




      También lo fue la constitución del Partido Socialista en 1933. Este se formó como una coalición de grupos socialistas con diferentes liderazgos y con orientaciones distintas, que iban del anarco-sindicalismo hasta el trotskismo o la social-democracia. Desde su origen mismo introdujo un elemento nuevo en la política de la izquierda de esa época: la vocación de poder estatal, una expresión de la cual fue la participación en el putsch de 1932. Más tarde esa voluntad se institucionalizó, como resultado del fracaso de ese golpe de Estado populista, y también del nuevo cuadro de oportunidades políticas. El cambio comunista y la “izquierdización” de los militantes del Partido Radical crearon espacio para la formación de una coalición de centro-izquierda con participación socialista. Allí se canalizó esa voluntad de poder que en 1932 se había orientado hacia la maniobra de fuerza.




      Sin embargo, los socialistas no fueron la fuerza motriz en la constitución del bloque mencionado; más bien el partido se incorporó con reticencias. Esa actitud de desconfianza y reservas representaba el contrario de la referida voluntad de poder estatal; expresaba el miedo a la contaminación, reflejaba ese purismo que conducía a desconfiar sistemáticamente de las tentaciones de la “colaboración de clases”. También reflejaba un aspecto constitutivo básico de la conciencia política de los socialistas, su aspiración de diferenciarse de los comunistas, de constituir una alternativa revolucionaria diferente.




      Al final de largas disputas y discusiones los socialistas se incorporaron en la alianza y jugaron en ella un papel decisivo. Igual que los comunistas, afirmaban la necesidad de una “revolución democrática”, etapa previa para la construcción del socialismo. Esa visión estratégica compartida permitió que ambas fuerzas de izquierda pudieran definir la coalición con los radicales como la forma histórica de realización de esa “revolución democrática”, forma sui generis que no conducía al camino violento sino hacía una modalidad pasiva, de revolución desde arriba en el marco de un régimen de compromiso interclasista.




      Con la constitución del Frente Popular comenzó una larga fase de “estatalidad” o de acción institucionalizada en la política de la izquierda, modalidad a veces en contradicción con el discurso que asimilaba esa revolución a la violencia y a la destrucción del Estado preexistente. La izquierda aceptó, en la práctica, la política como competencia regulada dentro del marco constitucional. Ese “gran viraje” se produjo entre 1933 y 1935, cuando la izquierda dejó de ser una fuerza extra-sistema, orientada por una estrategia insurreccional o golpista. Pasó a ser una fuerza que se insertaba en la lucha por el poder estatal desde dentro del sistema político. Esta transformación de la línea y, por ende, de los hábitos y comportamientos de élites y militantes, fue posibilitada por el éxito de la estrategia de inserción.




      Por esa integración eficaz se hace comprensible la metamorfosis experimentada, por ejemplo, en la idea del Estado. La izquierda dejó de representárselo como poder diabólico que era necesario destruir para significarlo como espacio de posibilidades y oportunidades, en el fondo como “mercado político”.




      Este fenómeno singular y problemático, la institucionalización estable de la izquierda marxista dentro del sistema de reglas constitucionales y dentro de la política de reformas, fue facilitado porque el sistema produjo oportunidades reales de incorporación. La izquierda, que venía girando en su política desde 1933, se encontró con que no se la arrinconaba en un estéril y frustrante “juego de perdedores”. Al contrario, a través del sistema de alianzas pudo convertirse rápidamente en fuerza gobernante. Ese hecho favoreció la formación de una izquierda “estatal”, interesada en la defensa activa de la democracia, pese a la vigencia de un discurso de matriz leninista, muy potente hasta 1932-1933.




      En los hechos ese período produjo un cierto tipo de izquierda, cuyas características centrales se manifestaron con meridiana claridad en el comportamiento político de los comunistas en la fase de ilegalización entre 1948 y 1958. Su estrategia fue la reinserción en el Estado a través del cambio legal, lo que revela la fuerza de la socialización en un cierto tipo de racionalidad, la competencia regulada por oportunidades políticas.




      La existencia de una izquierda con ese tipo de orientación y de cálculo político constituye una de las explicaciones de la consolidación democrática que se logró desde 1938. Su gran papel fue canalizar hacia el sistema de negociación las demandas obreras puntuales y las aspiraciones globales de cambio. Pese al ritmo lento de crecimiento de la economía y al empantanamiento que, durante períodos, sufrieron los cambios deseados o voceados, en la izquierda primó la racionalidad estratégica de mantención del sistema, porque dentro de él tenía oportunidades de representación y aun de gobierno.




      La existencia de una izquierda que expresaba el deseo de emancipación (la aspiración de “otra sociedad”), pero que además recogía las demandas “empíricas” de los trabajadores, teniendo capacidad de influencia en el Estado, pero que además canalizaba las energías de cambio hacia una política de reformas legalmente procesadas, fue un pilar básico de la estabilidad democrática. Cuando posteriormente esa racionalidad estratégica se fue debilitando, por la “leninización” global de los partidos y por la obsesión inmediatista del socialismo, la democracia chilena perdió una de sus fuerzas motrices.




      5. Las coaliciones de centro-izquierda: ¿revolución pasiva o reformismo incompleto?




      El período de las coaliciones de centro-izquierda constituyó una etapa decisiva del desarrollo político chileno. El dato evidente es que la crisis en curso del Estado, reflejada en la pauta de ilegalidad política prevaleciente entre 1924 y 1933, no se resolvió a través de una “revolución”. El proceso de cambios sociales adoptó ritmos graduales y estuvo regulado por las normas procesales preexistentes, sin ruptura del sistema político que establecía la carta constitucional de 1925.




      Sin embargo, la noción restringida de revolución se muestra insuficiente para este análisis. Un elemento revelador es que ya constituye una perspectiva común distinguir formas activas y pasivas. Esta última noción sirve para referirse a un proceso profundo de cambios que se realiza sin violencia, en el marco del sistema preestablecido de decisiones y como un proceso dirigido desde arriba. Ése proceso tiene un carácter elitario y evita el desbordamiento plebeyo, aunque segmentos de las masas participaran como contingente movilizado.
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